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SEGUNDA UNIDAD

LA CONSTITUCION COMO FUENTE DE DERECHO TRIBUTARIO

Fundamento del deber de tributar


El artículo 1º de la Constitución Política del Estado, en cuanto establece la existencia del Estado y su finalidad de promoción del bien común, como asimismo, el establecimiento de las funciones que a éste le corresponden, supone necesariamente que el Estado pueda contar con algún medio de financiamiento. Uno de los medios posibles es precisamente a través de la imposición. 

Artículo 1º “Los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos. La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. El Estado reconoce y ampara a los grupos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad y les garantiza una adecuada autonomía para cumplir sus propios fines específicos. El Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto  a los derechos y garantías que esta Constitución establece. Es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y la familia, promover al fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.".

Del mismo modo, el artículo 5º de la Constitución, en cuanto reconoce la soberanía del Estado, es concebido como fuente del Poder Tributario del Estado, por cuanto hay consenso en estimar, que uno de los atributos más importantes de la soberanía es precisamente el Poder Tributario o Potestad Tributaria, que permite imponer cargas impositivas dentro del territorio del Estado. 

Artículo 5º “La soberanía reside esencialmente en la nación. Su ejercicio se realiza por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas y, también, por las autoridades que esta Constitución establece. Ningún sector del pueblo ni individuo alguno puede atribuirse su ejercicio.” ”El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados y que se encuentren vigentes”.

Potestad Tributaria
Se define como  "La facultad del Estado de exigir contribuciones respecto de personas o bienes que se hallan en su jurisdicción"; " facultad de instituir impuestos y tasas, como también deberes y prohibiciones de naturaleza tributaria, es en otras palabras, el poder general del Estado, aplicado a un sector determinado de la actividad estatal: la imposición".

CARACTERÍSTICAS DEL PODER TRIBUTARIO

1. Es Originario.

El poder tributario o impositivo le corresponde al Estado en forma originaria, es decir no lo adquiere de ningún otro sujeto o institución, sino que se tiene por el sólo hecho de ser Estado. (Proyección de la Soberanía).  Este Poder es intransferible, no obstante que el Estado puede otorgar a ciertos entes autónomos, la posibilidad de ejercer en forma restringida esta potestad, lo cual no constituye una "derivación o transferencia", sino que un acto de "autolimitación a su propia potestad". (No implica renuncia en caso alguno).

2. Es Irrenunciable

El poder tributario no puede ser renunciado por el Estado, no puede haber "dejación o abandono" de este poder.  Es más, su ejercicio es obligatorio y permanente para el Estado.

Las Exenciones tributarias no constituyen renuncia, ya que en el ejercicio de esta Potestad, es el propio Estado quien determina qué hechos deben quedar gravados y quiénes serán los sujetos pasivos, de donde resulta que el establecimiento de la exención es parte del ejercicio de la potestad.

Tampoco constituye renuncia, las amnistías o condonaciones, pues ellas importan una facultad inserta en el ejercicio de este poder tributario.

3. Es Imprescriptible

El poder tributario es imprescriptible, en cuanto a que su no ejercicio por parte del Estado, no importa de manera alguna su pérdida o extinción.  Es decir, si el Estado no ejerce este poder durante un largo tiempo, la misma no se extingue y siempre se encontrará facultado para ejercerla.

Lo que si puede llegar a extinguirse por el transcurso del tiempo, son los derechos y acciones que la ley tributaria establece a favor del titular de la obligación tributario o del sujeto pasivo en su caso.  Esto es lo que sucede con la institución denominada "prescripción extintiva o liberatoria", la cual produce la pérdida o extinción de acciones, modo su titular no las ha ejercido durante un tiempo determinado, teniendo presente que se trata de acciones concretas, determinadas, relativas a casos particulares.(Arts.200º, 201º y 202º del Código Tributario).

4. Es Abstracto

Se trata de un poder o facultad abstracta, esto es independiente de su ejercicio efectivo.  Es una facultad siempre latente, que no se agota en su ejercicio para el caso particular, es decir, que por el hecho de que el Estado dicte una ley estableciendo un determinado impuesto no significa que ya utilizó esta facultad y se encuentre impedido de dictar otras leyes sobre impuestos.

5. Es Territorial

El Poder Tributario sólo está referido al territorio en el cual el Estado ejerce su Soberanía.  Hay autores que señalan que esta territorialidad más que una característica, es una limitación a su ejercicio.  Se concretiza en que los impuestos, por regla general sólo afectarán a las personas domiciliadas o residentes, siempre que se dé el supuesto de hecho, dentro de su territorio.

6. Es Legal

El poder tributario tiene como única fuente a la ley y es en ella en donde se materializa, es decir, en ella se fijan las reglas a través de las cuales se ejercita esta facultad, en su aspecto de establecimiento de los tributos, ejecución, aplicación y sanción por incumplimiento.  Como asimismo las atribuciones y obligaciones de los diversos órganos del Estado que intervienen en su aplicación y ejercicio.


Principios Constitucionales en materia tributaria.


El artículo 19º, Nº 20, de la Constitución, referida a la igual repartición de los tributos, reconoce la potestad del Estado para establecer tributos y otras cargas tributarias, señalando algunos principios y valores, dentro de los cuales habrá de ejercerse esta Potestad tributaria.
 “La igual repartición de los tributos en proporción a las rentas o en la progresión o forma que fije la ley, y la igual repartición de las demás cargas públicas”. “En ningún caso la ley podrá establecer tributos manifiestamente desproporcionados o injustos”. ”Los tributos que se recauden, cualquiera sea su naturaleza, ingresarán al patrimonio de la Nación y no podrán estar afectos a un destino determinado”. ”Sin embargo, la ley podrá autorizar que determinados tributos puedan estar afectados a fines propios de la defensa nacional. Asimismo, podrá autorizar que los que gravan actividades o bienes que tengan una clara identificación regional o local puedan ser aplicados, dentro de los marcos que la misma ley señale, por las autoridades regionales o comunales para el financiamiento de obras de desarrollo”.


Si bien para fines didácticos o científicos se pueden describir más principios, para los fines de la clase nos quedaremos con el estudio de los siguientes:


A) El PRINCIPIO DE LEGALIDAD


Es una regla fundamental del Derecho Público, que en este ámbito sólo se puede realizar aquello expresamente contemplado en la ley. De igual forma, nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, ni privado de lo que ella no prohibe.

Se fundamenta este principio, en la necesidad de proteger a los contribuyentes en su derecho de propiedad, por cuanto los tributos constituyen restricciones a este derecho en cuanto se sustrae, a favor del Estado, una parte de los patrimonios de los particulares.

Se estima que es el órgano legislativo o Congreso, por estar constituido en forma representativa, quien otorga una mejor tutela de dicho derecho de propiedad.


La ley constituye un vehículo de certeza, en cuanto confiere estabilidad al derecho. De igual forma, ella constituye un mecanismo de defensa frente a la posibilidad de arbitrariedades de los órganos del Estado.

En virtud de este principio, la reserva legal, la ley  se "reserva" para sí algunas materias, las cuales sólo podrán ser reguladas mediante ley, como lo dispone el art. 60º de la Constitución, al señalar "que sólo son materias de ley",  las que indica en este artículo.


Consagración Constitucional del Principio de Legalidad.


a) Artículo 60º, Nº 14  de la Constitución: “Sólo son materias de ley: Nº 14º Las demás que la Constitución señale como leyes de iniciativa exclusiva del Presidente de la República”

b) Artículo 62º, inciso IV, Nº 1: “Corresponderá, asimismo, al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para: 1º Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza, establecer exenciones o modificar las existentes, y determinar su forma, proporcionalidad o progresión”.


c) Artículo 62º, inciso II: "Las leyes sobre tributos de cualquier naturaleza que sean.........., sólo pueden tener origen en la Cámara de Diputados”.

Consecuencias :


A.‑ Los impuestos son de derecho estricto y requieren de ley expresa (por vía de interpretación o integración, no puede establecerse ni modificarse materias tributarias).


B.‑ El Presidente de la República, en uso de su Potestad Reglamentaria, no puede establecer tributos, ya que la Potestad Tributaria es materia de reserva de ley.


C.‑ Los convenios tributarios entre particulares no son oponibles al Fisco. Ello en virtud del hecho que el vínculo jurídico tributario tiene su origen en la ley, con absoluta prescindencia de la voluntad de los obligados.


Extensión de la Garantía de Legalidad.

Sistema Chileno: En nuestro sistema constitucional, es la ley quien establece con detalle la obligación tributaria, dejando en manos del Ejecutivo, en general, sólo la reglamentación de aspectos administrativos.


Legalidad de fondo:
Los autores estiman que en la Constitución existe una legalidad formal, que  es aquella que deriva del cumplimiento de las normas sobre creación o formación de la Ley, y una legalidad material, que es aquella que deriva del cumplimiento de las exigencias de contenido que establece la Constitución y que en el caso de las normas tributarias se encuentra en el artículo 19º, Nº 20, de la Constitución, en cuanto señala que los tributos deberán ser establecidos de manera no discriminatoria, en proporción a las rentas o en la progresión o forma que determine la ley y que en ningún caso la ley podrá establecer tributos manifiestamente desproporcionados o injustos. Es decir, la Constitución le ha fijado al legislador algunos parámetros o límites en cuanto al contenido de la ley tributaria, no bastando en consecuencia, que el legislador haya creado la norma cumpliendo con sus requisitos procedimentales, sino que además, es necesario que su contenido se ajuste a los criterios de igualdad, proporcionalidad y justicia que se derivan de la propia constitución.


Control del Principio de Legalidad.


Pero junto  con  consagrar este principio  de la legalidad, la Constitución  establece  una serie de mecanismo para controlar la constitucionalidad de los actos de la administración; ellos son:


A.‑
Artículo 82º, Nº 2, de la Constitución,  en cuanto  contiene la atribución del Tribunal Constitucional, de resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de proyectos de ley y otros.

B.‑
Artículo 80º de la Constitución que contempla el recurso de Inaplicabilidad por Inconstitucionalidad, en cuya virtud la Excelentísima Corte Suprema podrá declarar inaplicable un precepto legal, respecto de un caso determinado. Esta declaración de Inaplicabilidad es de efectos restringidos: no afecta la validez y eficacia o vigencia de la ley, sino que tan sólo se declara que ella no  es  aplicable al caso concreto respecto del cual se ha interpuesto este recurso.


C.‑ Artículos 87º y  88º de la Constitución que establece el  trámite de control de Legalidad por Contraloría General de la República. (Toma de razón de actos de la Administración).


D.‑ Artículo 20º, de la Constitución que consagra el Recurso de Protección frente a actos u omisiones arbitrarios o ilegales que causen privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos y garantías constitucionales que se indican.


B)- El PRINCIPIO DE IGUALDAD EN MATERIA TRIBUTARIA
Esta garantía constituye una aplicación del principio general de la igualdad ante la ley, en cuya virtud se busca la igualdad de tratamiento ante la igualdad de situaciones o circunstancias, lo cual supone, que frente a situaciones desiguales los tratamientos sean desiguales.


El Legislador, en materia tributaria, efectúa distingos o categorías fundados en criterios de capacidad contributiva, origen de la renta, beneficio de los contribuyentes u otros parámetros que estime razonables.


El principio de la igualdad, supone que las distinciones que efectúe el Legislador, sean razonables y que atiendan a motivaciones no discriminatorias, y que se respete la justicia tributaria.


Consagración Constitucional.


Fundamentalmente se encuentran en la armonía de las siguientes normas:


1.‑ Artículo 19º, Nº 2, de la Constitución Política de la República. “La Constitución asegura a todas las personas: Nº 2 “La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupos privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Ni la ley ni autoridad alguna podrá establecer diferencias arbitrarias."
2.‑ Artículo 19º, Nº 20, de la Constitución Política de la República. "La igual repartición de los tributos en proporción a las rentas o en la progresión o forma que determine la ley y la igual repartición de las demás cargas públicas". "En ningún caso la ley podrá establecer tributos manifiestamente desproporcionados o injustos". "Los tributos que se recauden, cualquiera que sea su naturaleza, ingresarán al patrimonio de la Nación, y no podrán estar afectos a un destino determinado.". "Sin embargo, la ley podrá autorizar que determinados tributos puedan estar afectados a fines propios de la defensa nacional. Asimismo, podrá autorizar que los que gravan actividades o bienes que tengan una clara identificación regional o local puedan ser aplicados, dentro de los marcos que la misma ley señale, por las autoridades regionales o comunales para el financiamiento de obras de desarrollo."

3.‑ Artículo 19 Nº 22 de la Constitución Política de la República. "La no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica. Sólo en virtud de una ley, y siempre que no signifique tal discriminación, se podrán autorizar determinados beneficios directos o indirectos en favor de algún sector, actividad o zona geográfica, o establecer gravámenes especiales que afecten a unos  u otras. En el caso de franquicias o beneficios indirectos, la estimación del costo deberá incluirse anualmente en la Ley de Presupuestos".

Los comisionados para la redacción  de la Constitución, consideraban que la igual repartición de los tributos debía entenderse de manera tal que implique una igualdad de sacrificio de los contribuyentes.


Esta igualdad tributaria no se refiere a una igualdad numérica, sino a la necesidad de asegurar el mismo tratamiento a quienes se encuentren en análogas situaciones, lo cual no obsta a la formación de distinciones o categorías, siempre que éstas sean razonables, con exclusión de toda discriminación arbitraria, injusta u hostil contra determinadas personas o grupos de personas.


Para efectuar estos distingos el Legislador deberá adoptar algún  criterio como el  de la capacidad contributiva, origen de las rentas, beneficio de los contribuyentes u otros parámetros que estime convenientes, lo único importante es que estos distingos no sean discriminatorios o diferencias arbitrarias.

Para que se dé esta igualdad, es necesario que los tributos se apliquen con generalidad, esto es, abarcando íntegramente a categorías de personas y no a personas determinadas.


Fuentes del Distingo:


A ‑ Capacidad Contributiva.


Se busca que cada persona pague impuestos en relación directa a su capacidad económica, la cual está dada por la apreciación de los signos exteriores de riqueza que hace el Legislador, tales como las rentas, o los consumos. Sin embargo, en materia de impuestos indirectos, como el I.V.A., estos criterios no son posibles de aplicar.


B ‑ Origen de la Rentas.


Las rentas pueden tener su origen en el capital, o sea las que provienen de los bienes que posea el contribuyente, o bien del trabajo, o sea de su actividad dependiente o independiente. Fuentes chilenas o extranjeras, tipo de actividad que las produce u origina. (Ej. Exportaciones exentas de I.V.A., Importaciones afectas a I.V.A.).


C ‑ Beneficio de los Contribuyentes.


Se busca que cada uno aporte al Estado en concordancia con los beneficios que percibe del mismo Estado. a través de los servicios que éste mantiene. Esta concordancia, no siempre es en términos económicos o pecuniarios. (Ej. Paz, Orden, Seguridad).

Como elemento de la Igualdad Tributaria, se señala la generalidad en materia tributaria; en cuya virtud, la ley tributaria debe tener aplicación respecto de todos los contribuyentes que se encuentren en la situación prevista por la ley, de modo tal que los impuestos sean pagados por todos aquellos que se encuentren en la situación objetiva contemplada en la ley.


Las Exenciones constituyen una excepción a la Generalidad e Igualdad. Se encuentra expresamente consagrada en la Constitución, artículos 19º,  Nº 22 y 62º, la posibilidad de establecer exenciones; desde luego sólo a través de leyes de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Su establecimiento no importa quebrantamiento de la garantía de igualdad tributaria, en cuanto a que su establecimiento corresponda a motivaciones que no sean discriminatorios.


Las exenciones constituyen derechos adquiridos para los beneficiarios, por cuanto ellas se incorporan a su patrimonio.


Se Fundamentan en circunstancias de orden económico, social o político razonablemente regladas por el órgano legislativo y con el propósito de lograr efectiva justicia social (Ej. exención a rentas más bajas) o de fomentar el desarrollo de regiones o actividades determinadas.


Por último, también incluye al principio de la no discriminación  en materia tributaria,  esto es, que no se pueden establecer beneficios o franquicias que vayan en beneficio de personas o zonas específicas, ni imponerse cargas tributarias a estas personas o zonas

C).- PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE RESPETO A LA PROPIEDAD PRIVADA


En materia tributaria este principio se concreta fundamentalmente en la necesidad de que los impuestos no sean confiscatorios y la no retroactividad de las leyes impositivas.


1.- No Confiscatoriedad Impositiva.

Las leyes han de respetar la debida proporción en el reparto de beneficios y cargas entre los miembros de la sociedad, según los méritos, necesidades o capacidades de cada cual.

Son confiscatorios los tributos que lesionan el Derecho de Propiedad en su esencia o respecto de alguno de sus atributos.


Este carácter confiscatorio sólo podrá ser establecido respecto de las circunstancias de hecho que condicionan su aplicación; de acuerdo al lugar y tiempo concreto y, especialmente, conforme la finalidad socio‑económica que se persiga con el impuesto.


Un impuesto será confiscatorio en la medida que su tasa sea irrazonable.


Consagración Constitucional:


‑ Artículo 19º, Nº 20, inciso 2º.


‑ Artículo 19º, Nº 24: “El derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales o incorporales” Inciso 3º: Nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad, del bien sobre que recae o de alguno de los atributos o facultades esenciales del dominio, sino en virtud de una ley general o especial que autorice la expropiación por causa de utilidad pública o de interés nacional, calificada por el legislador.....”:

2.- No Retroactividad de la Ley Tributaria.


La retroactividad se produce cuando el Legislador regula los efectos de un hecho realizado con anterioridad a la entrada en vigor de una ley y  ello  acontece cuando:


i) El legislador pretende  respecto de hechos acaecidos en el pasado, hacer surgir obligaciones que en el momento de su ocurrencia no podrían surgir.


ii) Cuando a obligaciones ya nacidas, se pretende modificarles sus elementos esenciales.


La retroactividad atenta contra la Seguridad Jurídica y la Certidumbre del Derecho y por tanto tiene influencia negativa en el desarrollo económico.


En materia tributaria este principio se consagra en forma indirecta en la Constitución, pues el derecho de propiedad adquirido bajo el amparo de una ley, ha de ser respetado por las normas posteriores, no pudiendo privarse el dominio, salvo que dicha privación vaya acompañada de una indemnización (Artículo 19º, Nº 24, de la Constitución Política del Estado).


En caso de que se pretenda esta aplicación retroactiva, se producirá una "confiscación o expropiación", respecto de la cual se puede recurrir de Protección o bien de Inaplicabilidad por Inconstitucionalidad.

D).- PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE LA PROTECCION JURISDICCIONAL


Constituye un pilar del sistema jurídico, que exige que se establezcan mecanismos adecuados de protección ante: 


1) Violaciones de sus garantías constitucionales tributarias, 


2) Para resolver conflictos entre la Administración y los particulares y, 

3) Medios efectivos para exigir el cumplimiento y sancionar el incumplimiento de obligaciones tributarias.


Este principio consiste en el derecho del contribuyente para que las controversias que pueda mantener con el Fisco sean resueltas por un juez idóneo y a través de un procedimiento racional y justo.


Se encuentra consagrado en el artículo 19º, Nº 3, de la Constitución política del Estado que al respecto establece: "La igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos. Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley señale." "Nadie puede ser juzgado por comisiones especiales, sino por el Tribunal que le señale la ley y que se halle establecido con anterioridad por ésta. Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción deberá fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un racional y justo procedimiento".

 Función Jurisdiccional del Servicio de Impuestos Internos.


De conformidad a lo dispuesto en el art. 6º, letra B, y 115º y siguientes del Código Tributario, le corresponde al Director Regional, en la jurisdicción de su territorio, actuar como Juez de única o primera instancia de las reclamaciones deducidas por los contribuyentes y de las denuncias por infracción a las disposiciones tributarias.

Un aspecto que siempre ha provocado graves críticas en el sistema tributario, se refiere precisamente a la existencia de Tribunales tributarios al interior del Servicio de Impuestos Internos y así se señala: 


1.‑ Que el Servicio de Impuestos Internos es juez y parte en los procedimientos establecidos en los artículos 123º y siguientes del Código tributario.


2.‑ Que el Juez, en estas causas, mantiene calidad de funcionario público y en tal calidad debe cumplir su labor con estricto apego a instrucciones de Director.


En la actualidad, a través del sistema de delegación, en cuya virtud los Directores Regionales transfieren esta facultad al Abogado Jefe del Departamento Jurídico, se ha tratado de otorgar a este Tribunal tributario una carácter de mayor juridicidad e independencia, lo cual obviamente es un paso  trascendental en la búsqueda del establecimiento de tribunales tributarios cada vez más independientes e imparciales.

LA LEY COMO FUENTE DE DERECHO TRIBUTARIO.

Como ya adelantamos al ver las normas constitucionales, la Ley es la fuente más importante de derecho Tributario en virtud del principio de legalidad. Recordemos que en la expresión Ley debemos entender los D.L. y los D.F.L.

Según lo visto, este principio se consagra de la siguiente forma:

Artículo 60º, Nº 14  de la Constitución: “Sólo son materias de ley: Nº 14º Las demás que la Constitución señale como leyes de iniciativa exclusiva del Presidente de la República” 

De esta forma se garantiza a los ciudadanos que las cargas tributarias que deban soportar serán determinadas por el acuerdo de los representantes de los ciudadanos, evitando de esta forma la tentación de los gobiernos de generarse ingresos extras por la imposición de nuevos impuestos.
Artículo 62º, inciso IV, Nº 1: “Corresponderá, asimismo, al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para: 1º Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza, establecer exenciones o modificar las existentes, y determinar su forma, proporcionalidad o progresión”.


Persigue la constitución dejar en manos del ejecutivo las decisiones en esta materia, por su importancia en la determinación de las políticas económicas que conduce, precisamente, el poder ejecutivo y no el congreso.

Interpretación de las normas tributarias

En directa relación con el tema de la Ley como fuente del derecho tributario, la interpretación de las leyes tributarias, nos lleva a referirnos a dos aspectos: Elementos de interpretación y órgano que interpreta.

Los elementos de interpretación no son distintos de los elementos del derecho común que encontramos en el Código Civil, artículos 19 al 24,  con la salvedad que impone las características especiales de esta rama, esto es, que no se puede utilizar la analogía para aplicar un impuesto a un caso que no ha sido expresamente previsto por el legislador. 

En cuanto a la aplicación de principios generales, existiendo conflicto en orden a aplicar en caso de dudas una interpretación más favorable al fisco por estar encargado de recaudar recursos por esta vía que van en beneficio de toda la comunidad, del bien común; o, por el contrario, dar a la norma un sentido más favorable al contribuyente al ser este la parte débil de la relación y por ser lo normal que las personas no se encuentren obligadas, el órgano que aplica las normas en Chile, el SII, en general interpreta del modo más favorable al contribuyente.

Los órganos encargados de la interpretación en esta materia serán, el congreso, en la interpretación auténtica. No es aceptable, según las normas constitucionales revisadas, que sea el ejecutivo a través de un reglamento el que interprete la Ley.

Los órganos encargados de la aplicación y fiscalización de  tributos y según lo ordena cada Ley, también poseen facultades de interpretar, Tribunales aduaneros y superintendencia de aduanas en los impuestos externos; las Municipalidades, Contraloría General, Tesorería y el Servicio de impuestos Internos.

En cuanto a la interpretación que hace el Servicio, veremos que es el Director Nacional el que tiene esta facultad, no los directores regionales. En efecto, éstos al responder una consulta de los contribuyentes o al dictar una sentencia actuando como jueces de primera instancia, deben someterse a las instrucciones e interpretaciones que haya impartido el Director Nacional, de no existir esas interpretaciones y enfrentados a la necesidad de aplicar una norma que requiera ser interpretada, deberán, previamente, requerir la interpretación correspondiente.

 
Por supuesto también interpretan los Tribunales superiores de Justicia en el ejercicio de sus facultades, sin estar obligados por las interpretaciones que efectúa el Servicio.













Escuela de Derecho Universidad Católica Del Norte Sede Coquimbo.

Apuntes preparados por el profesor César Verdugo Reyes (cverdugo@sii.cl), para fines exclusivos de la cátedra.
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